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    Introducción


    Victoria Basualdo


    Diego Morales


    Este libro se propone contribuir al análisis de la problemática de la tercerización, y el estudio de sus orígenes, su impacto y sus características en América Latina, con especial énfasis en el caso argentino y particular interés en sus efectos sobre los trabajadores. La aproximación que presentamos aquí es producto de un intenso proceso de trabajo cuyo punto de partida estuvo vinculado con el asesinato de Mariano Ferreyra el 20 de octubre de 2010 a manos de un grupo de choque de la Unión Ferroviaria que reprimió los intentos de manifestación de trabajadores ferroviarios tercerizados y de militantes políticos. Este hecho emblemático, que se investigó y analizó en el marco del juicio oral y público que se llevó adelante entre 2012 y 2013 y que culminó en condenas ejemplares tanto de la dirección del sindicato como de los policías directamente implicados, contribuyó a visibilizar esta problemática y a enfatizar la necesidad e importancia de su estudio en profundidad, para lo cual se crearon una serie de espacios e iniciativas que se convirtieron en la base de este trabajo.


    El presente texto es entonces resultado de un esfuerzo conjunto entre el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS) y el Área de Economía y Tecnología de la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (Flacso-Argentina), que tuvo como objetivo conjugar la experiencia y trayectoria en el campo del derecho, con el análisis de las transformaciones estructurales y la evolución del movimiento sindical y la clase trabajadora. Esta colaboración entre los equipos de trabajo, bajo la coordinación de Diego Morales y Victoria Basualdo, y que contó con la permanente colaboración de María Alejandra Esponda, se inició en el marco del juicio por el caso Ferreyra. En este contexto se conformó una mesa de trabajo sobre tercerización, convocada por algunos de los querellantes como Pablo Ferreyra, quien impulsó y sostuvo el espacio desde el inicio, y estuvo integrada por un conjunto de especialistas de estas y otras instituciones, así como por trabajadores y sindicalistas.


    Desde este marco, se impulsaron una serie de iniciativas, debates y actos públicos sobre el tema, y entre los emergentes más significativos de esta línea de trabajo cabe destacar un trabajo elaborado por Victoria Basualdo y otro a cargo del equipo del CELS sobre el caso para el Informe Anual del CELS 2012, así como un informe de investigación sobre los orígenes históricos de este fenómeno y su incidencia en América Latina elaborado por Alejandra Esponda. Este último constituyó el punto de partida para dos seminarios de discusión y profundización organizados en Flacso inmediatamente luego de la sentencia en el caso Ferreyra, en los que participaron como expositores Andrea Del Bono (CEIL-Conicet-UNLP), Guillermo Gianibelli (UBA), Laura Perelman (IDES) y Daniel Ximenez (TEL). Finalmente, esta primera etapa de trabajo incluyó también dos encuentros de análisis y discusión de experiencias de tercerización por parte de trabajadores de base de un conjunto de actividades económicas en la Argentina, realizados en el CELS en noviembre y diciembre de 2013.


    En cada una de estas etapas del trabajo existieron además instancias de revisión, lectura crítica y discusión, que involucraron a un grupo amplio de investigadores de Flacso, el CELS y otras instituciones (entre los que resulta necesario mencionar, además de los ya nombrados, a Paula Abal Medina, Matías Aufieri, Lourdes Bascary, Eduardo Basualdo, Luis Campos, Yamila Cirigliano, Rosalía Cortés, Damián Loreti, Maximiliano Medina, Victorio Paulón, Marcela Perelman y Juan Santarcángelo), a quienes agradecemos profundamente sus aportes constructivos en distintas etapas. Este recorrido proporcionó la base para el presente libro, que fue escrito desde una perspectiva interdisciplinaria –entre sus autores hay abogados, antropólogos, historiadores y sociólogos– y que se ha enriquecido, además, con los aportes y las experiencias de trabajadores y sindicalistas.


    El concepto de tercerización, como desarrollaremos en profundidad en el primer capítulo, comprende un conjunto de formas jurídicas y de relaciones de hecho. Pero en términos genéricos, la tercerización se produce cuando una empresa establece un contrato con terceros y les confía el cumplimiento de actividades que pueden ser de apoyo o periféricas, simplemente descentralizadas en relación con la organización originaria, o incluso parte central de las tareas desempeñadas. Una vez celebrado el contrato, ya no son terceros, sino que son partes de un contrato, pero siguen siendo terceros (o pretenden serlo) respecto del mundo de relaciones laborales de la empresa. En el ámbito de la Organización Internacional del Trabajo, estas relaciones se describen con la expresión “relaciones triangulares”, que hace referencia a la ejecución de obras y prestación de servicios, y al suministro de personal mediante contratos comerciales. Se considera a estas dos categorías como generadoras por excelencia de estas relaciones triangulares.


    En las últimas dos décadas, y en particular desde comienzos del siglo XXI, al calor de la expansión de este fenómeno se registró un incremento notable de abordajes del tema, desde un amplio arco de perspectivas en el campo de las ciencias económicas y sociales. Este libro propone un diálogo con esta rica producción reciente, tanto con aquellas perspectivas teóricas e históricas de largo aliento como con los estudios de caso regionales, nacionales y de actividades y empresas específicas, y aporta, además, algunas intervenciones novedosas para abrir debates sobre una serie de ejes relevantes, con el propósito de contribuir a afinar un diagnóstico sobre el tema y fortalecer líneas futuras de investigación y acción, en particular en lo que se refiere a los impactos de este fenómeno sobre la clase trabajadora y sus organizaciones.


    El libro se divide en dos grandes partes. La primera está dedicada a proponer, a partir de la revisión de una fracción significativa de la bibliografía existente, una interpretación histórica del desarrollo del fenómeno de la tercerización a nivel global, en América Latina –específicamente en el caso argentino– en el marco de las transformaciones del sistema capitalista durante las últimas décadas. En el capítulo 1, Victoria Basualdo y María Alejandra Esponda examinan en primer lugar algunos de los desafíos que implica la conceptualización de la tercerización así como algunos de los datos disponibles sobre los alcances del fenómeno a nivel global. En la segunda parte de este capítulo se abordan algunos procesos históricos centrales como la expansión de la tercerización en Japón en la posguerra y el impacto de la crisis de mediados de los años setenta, para concluir explicitando algunas de las cronologías disponibles sobre la expansión del fenómeno en América Latina.


    En el capítulo 2, las mencionadas autoras examinan junto con Diego Morales la evolución de la tercerización en la Argentina y América Latina en las últimas décadas, a partir de un conjunto de contribuciones que enfatizan distintos aspectos y dimensiones del fenómeno. Luego de discutir las visiones sobre la tercerización y el desarrollo económico, este capítulo se detiene en los impactos de este fenómeno sobre las relaciones laborales, la organización sindical y las condiciones de vida y de trabajo de la clase trabajadora, para cerrar con una revisión de la legislación y normativa en distintos países de América Latina referidas a este tema.


    La segunda parte del libro tiene como propósito no ya sintetizar y revisar la producción existente, sino presentar una serie de contribuciones originales que permiten explorar algunos ejes centrales vinculados con el fenómeno de la tercerización en la Argentina y sus impactos sobre los trabajadores. En el capítulo 3, elaborado por Victoria Basualdo, Diego Morales y Andrés López Cabello, se realiza un análisis detallado de la sentencia judicial, y se abordan algunas de las implicancias del caso de Mariano Ferreyra para comprender las características, los impactos y las formas de la tercerización en la Argentina en la actualidad, así como para definir una agenda de investigación sobre el tema. En el capítulo 4, Laura Perelman analiza la relación entre el fenómeno de la tercerización y la evolución del mercado de trabajo en la Argentina, con particular detalle en distintas fuentes y aproximaciones metodológicas que podrían permitir avanzar en una de las asignaturas pendientes más sobresalientes: la necesaria (pero aún inexistente) cuantificación del fenómeno como punto de partida para un diagnóstico acabado.


    Andrea Del Bono se detiene, en el capítulo 5, en otro aspecto muy significativo: el impacto de la tercerización sobre algunos de los avances logrados en años recientes vinculados con la negociación colectiva. A partir del análisis de los convenios colectivos y de los procesos de negociación de tres casos emblemáticos –los de los trabajadores telefónicos, de subterráneos de Buenos Aires y aceiteros de San Lorenzo–, este capítulo permite visibilizar no sólo los efectos de la tercerización, sino además experiencias interesantes de lucha y organización que obtuvieron resultados importantes en la reversión de esos efectos. Guillermo Gianibelli avanza en el capítulo 6 en una serie de aspectos vinculados con la tercerización y el campo del derecho, deteniéndose en las características y los alcances de la normativa argentina respecto de la tercerización, los aportes y límites de los proyectos existentes sobre el tema, y en un conjunto de reflexiones y propuestas tendientes a modificar la legislación y fiscalización. Por último, el capítulo 7 incluye testimonios de trabajadores de un conjunto de actividades económicas: textiles, metalúrgico, telefónicos, de call centers y bancarios estatales, que permiten acceder a un conjunto de visiones y experiencias de la tercerización desde el punto de vista de los trabajadores. Sus voces ilustran en forma elocuente distintos aspectos de las condiciones de trabajo y las formas de disciplinamiento asociadas con la tercerización, el amplio arco de estrategias patronales, sus impactos en la fragmentación y división de los colectivos laborales, los distintos papeles que asumen las distintas organizaciones sindicales en este proceso, así como diversas formas de organización y de lucha de los trabajadores de base frente a este fenómeno.


    En síntesis, este libro avanza en dos sentidos principales. Por un lado, presenta una revisión sintética pero abarcativa de algunos de los grandes procesos históricos vinculados con la tercerización y sus impactos, en particular sobre los trabajadores, como punto de partida imprescindible para analizar esta problemática mediante un esfuerzo de lectura crítica y sistematización de un amplio arco de aportes sobre el tema. Por otro, refleja algunos de los resultados obtenidos a partir de un proceso de trabajo extenso y complejo que se plasmó previamente en distintos textos, encuentros y seminarios académicos, y proporciona un conjunto de aportes originales sobre el tema. En suma, permite contribuir con una aproximación sistemática e interdisciplinaria a un tema clave de la actualidad económica y social, partiendo de una perspectiva global, deteniéndose en la dimensión regional, y finalmente introduciendo valiosos aportes para enmarcar el estudio del caso argentino y avanzar en la elaboración de una agenda de investigación y acción hacia adelante.
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    1. La expansión de la tercerización a nivel global a mediados de los años setenta, sus antecedentes históricos y su alcance actual


    Victoria Basualdo


    María Alejandra Esponda


    introducción


    Este capítulo tiene como objetivo realizar una breve revisión de algunos de los desafíos implícitos en la conceptualización de la tercerización y abordar un conjunto de contribuciones sobre su historia a nivel global, emprendiendo el análisis de procesos históricos asociados con su crecimiento y expansión desde la segunda mitad del siglo XX en adelante. El capítulo se compone de cinco apartados principales. En el primero de ellos se abordan los desafíos y las complejidades de la conceptualización de la tercerización, y se establecen los puntos de partida para el siguiente abordaje. En el segundo se sintetizan algunas de las estadísticas disponibles sobre el impacto de la tercerización a nivel internacional, al tiempo que en el tercero se realiza una caracterización económica y política de la crisis capitalista mundial de mediados de los años setenta y la expansión de la tercerización como uno de sus corolarios. El cuarto apartado tiene como objetivo central abordar algunos antecedentes clave para su desarrollo, en particular las transformaciones productivas en Japón en el marco de las relaciones internacionales de posguerra y lo que entendemos como una primera etapa de expansión hacia ciertos países orientales como China. Finalmente, en el quinto y último apartado abordamos el fenómeno desde Latinoamérica, deteniéndonos en los desafíos que presentan su cuantificación y periodización en estas latitudes.


    la tercerización como un fenómeno complejo: apuntes para una definición conceptual


    Uno de los principales desafíos que enfrenta todo campo de estudios reciente es la dificultad de llegar a criterios similares en la definición de conceptos, la terminología y su uso. En el caso de la tercerización esta dificultad está exacerbada por la cantidad de formas empíricas que el fenómeno reviste en la actualidad, sus diferentes manifestaciones, formas y características en el sector público y privado y en las distintas actividades económicas, y la cantidad de campos problemáticos y de disciplinas a los que aparece vinculada, entre los cuales podemos mencionar la economía, la sociología, el derecho y la historia económica, por nombrar sólo los más sobresalientes. Otra de las dificultades para abordar el tema es que en muchos casos se encuentra subsumido en problemáticas mayores que lo contienen, o que suelen tener vínculos tangenciales con él, no lo suficientemente precisados. Nos referimos por ejemplo a los estudios sobre trabajo informal, precariedad laboral o análisis sobre nuevas formas de organización industrial o aquellos vinculados por caso a las dinámicas empresariales reticulares, o la integración de las economías regionales en las cadenas globales de valor, cuyas relaciones con la tercerización no resultan lo suficientemente explicitadas en muchas de las líneas de análisis.


    Debido a esto, la definición conceptual del fenómeno constituye la primera tarea ineludible. Partiremos aquí de algunas precisiones elaboradas por Oscar Ermida Uriarte y Natalia Colotuzzo en un documento publicado en 2009 en el marco del Proyecto FSAL/OIT realizado en convenio con la CSA (Central Sindical de las Américas). Este documento fue fundamental no sólo para consolidar una tipificación del fenómeno, sino también para dar cuenta de su crecimiento, de las situaciones emblemáticas en diversos países y de la importancia de las legislaciones neoliberales en el estado de cosas, y para elaborar algunas recomendaciones sobre posibles medidas sindicales.


    Para comenzar a precisar el concepto de tercerización, estos autores buscan, en primer lugar, diferenciarlo de otras nociones que en ocasiones aparecen como sinónimos o insuficientemente diferenciadas, como por ejemplo la descentralización o la desconcentración productiva. Estas, si bien implican la decisión empresarial de dar mayor autonomía a las secciones, como por ejemplo la división de una empresa original en varias empresas, con diversas formas jurídicas tales como empresas de servicios, franquicias, contratos de asistencia o de colaboración, no necesariamente significan una tercerización.


    De la misma manera, es necesario diferenciar el concepto de tercerización de los de flexibilización y precarización. La flexibilización es una manera de eliminar rigideces en el proceso productivo, incluida la utilización de la mano de obra. Esto último puede estar asociado a bajar los costos de este factor mediante la tercerización entre otras formas (como por ejemplo polifuncionalidad, flexibilidad salarial, horaria, etc.). La precarización es definida como la situación en que la situación de trabajo se presenta con niveles que están por debajo de los estándares respecto de cuestiones tales como la estabilidad, remuneración ante misma o similar tarea, beneficios sociales y duración de la jornada. En muchos casos los tercerizados trabajan con mayor precariedad o, a la inversa, se utiliza la tercerización para precarizar las condiciones de trabajo. Estos conceptos, sin embargo, no son sinónimos. Lo mismo ocurre con el de informalización: si bien muchos trabajadores tercerizados suelen ser informales, estas dos situaciones no se implican necesariamente.


    Una última diferenciación tiene que ver con la confusión habitual de los términos terciarización y tercerización. La terciarización se refiere a la tendencia –en aumento– hacia una mayor presencia del sector terciario (comercio, servicios) respecto de los sectores primario y secundario. De todas maneras, y tal vez constituye una de las causas de tal confusión, en muchos casos la tercerización implica terciarización (cuando por caso se transfieren actividades antes consideradas principales –por ejemplo reparación y mantenimiento de maquinaria industrial– al sector terciario como actividades secundarias o accesorias que se compran y venden como servicios).


    Una vez deslindados estos conceptos asociados, puede considerarse a la tercerización como un segundo paso en el camino de la descentralización. Como desarrollaremos más ampliamente luego, la decisión de tercerizar tiene que ver con la evaluación por parte de la empresa respecto de que un tercero podría realizar determinadas tareas con mayor eficiencia, debido a determinados factores a tener en cuenta.[1] Es una manera de desintegración vertical de la organización empresarial, sin que esto implique necesariamente una mayor horizontalidad en las relaciones ni la anulación de las jerarquías.


    Se han acuñado una serie de términos para nombrar a las empresas demandantes (principal, tomadora, usuaria, madre, cliente, central, beneficiaria) y a las empresas demandadas (proveedora, prestadora, auxiliar, periférica, de apoyo). Esta relación deriva en una estructura dual que tiene múltiples implicancias en los lugares de trabajo, y como veremos luego puede dar lugar a la fragmentación del colectivo laboral al establecer distinciones entre los trabajadores de las empresas demandantes (efectivos, propios, directos, permanentes, estables, centrales, de planta, fijos) y los trabajadores de las empresas demandadas (tercerizados, indirectos, temporales, no efectivos, inestables, subcontratados, periféricos).


    Otro aspecto fundamental, principalmente a la hora de proponer legislaciones, tiene que ver con las actividades que pueden o no ser objeto de tercerización. Existen controversias al respecto. Un punto de vista considera que sólo pueden ser plausibles de tercerización las actividades secundarias (también llamadas subsidiarias, accesorias, periféricas, complementarias, ajenas, entre otras) de determinada actividad principal, para lo cual resultará una instancia decisiva fijar criterios a la hora de definir cuáles pertenecen al núcleo principal y cuáles no. En términos generales, las actividades secundarias pueden ser de tres tipos:


    
      	partes/componentes de productos;


      	distribución, comercialización;


      	servicios conexos: limpieza, vigilancia, transporte, portería, gestión administrativa, comunicación mediante centros de llamada, catering, comedor/cantina (Ermida Uriarte y Orsatti, 2011: 36).

    


    Otro punto de vista considera que es necesario analizar los casos concretos, sin definiciones de antemano respecto de qué actividades son primarias y cuáles secundarias. Esta visión habilita la existencia de límites difusos entre unas y otras, y permite incluso que ciertas partes del proceso productivo lleguen a ser objeto de tercerización. Un ejemplo muy utilizado para ilustrar esta estrategia es la empresa de zapatillas y prendas deportivas Nike, que sólo se encarga de actividades de diseño y marketing, en tanto que todas las demás actividades están subcontratadas.


    Sin ir al extremo anterior, tomemos el caso de los talleres mecánicos de Siderar –perteneciente al Grupo Techint–, a cargo de la reparación de las líneas productivas, que conformarían sin lugar a dudas el núcleo central (o core) de la empresa. Antes de la reestructuración productiva de los años noventa, estos talleres formaban parte de la empresa, y todos sus obreros mantenían un régimen laboral y salarial similar en relación directa con la compañía. A partir de la reestructuración, los talleres fueron tercerizados (principalmente a partir de la formación de empresas de ex trabajadores que tomaron los retiros voluntarios en ese momento) y comenzaron a ser llamados “talleres de apoyo”; en algunos casos funcionan dentro de las instalaciones, y en otros por fuera (Esponda, 2012). Este sería el ejemplo de una actividad que anteriormente podría haber sido considerada principal –ya que en su proceso productivo es fundamental el mantenimiento y la reparación regular de las maquinarias, como lo atestiguan las paradas programadas anuales– y que pasó a ser una actividad secundaria, de apoyo. Es decir, efectivamente la definición de límites entre sectores principales y secundarios suele ser una tarea arbitraria, difusa y relativa. Otros criterios que pueden ser utilizados para determinar qué actividades pueden ser sujetas de tercerización son, por ejemplo, el grado de especialización (de la tarea y del proveedor), la inmediatez, las exigencias coyunturales y la transitoriedad u ocasionalidad. Todos estos criterios van a ser esbozados como justificativos de la necesidad de tercerizar: las urgencias y los accidentes, el aumento inesperado de la demanda, el pedido de trabajos poco habituales que requieren alguna especialidad ausente o poco desarrollada en la empresa, etc.


    Asimismo, la tercerización puede ser “interna” o “externa”, dependiendo de si se realiza dentro o fuera de las instalaciones de la empresa principal. En el caso de la externa, “puede ser, a su vez, nacional o internacional. En este segundo caso se utiliza la expresión ‘tercerización offshore’ (también ‘offshoring’), reflejando la tendencia a la formación de cadenas productivas globales” (Ermida Uriarte y Orsatti, 2011: 36). Sumamos a esta distinción que dentro de lo que se podría categorizar como tercerización interna, pueden actuar multiplicidad de empresas de diversos tamaños e importancia, desde pequeñas y medianas hasta empresas multinacionales especializadas que forman parte de cadenas productivas globales. Hallamos ejemplos de este tipo en el caso de la industria de tecnologías informáticas, de software, empresas dedicadas a la logística y a la compra de insumos, entre otras.


    Este conjunto de factores complejos se traduce en la existencia de una variedad de formas jurídicas que puede adquirir la tercerización. Ermida Uriarte y Orsatti (2011) definen cuatro:


    
      	la subcontratación en sentido estricto,


      	la intermediación laboral,


      	el suministro de mano de obra temporal y


      	la utilización de trabajadores autónomos.

    


    La subcontratación en sentido estricto fue definida como la operación mediante la cual “una empresa confía a otra (física o jurídica) el suministro de bienes o servicios, y esta última se compromete a llevar a cabo el trabajo por su cuenta y riesgo, y con sus propios recursos financieros, materiales y humanos”. En este caso, generalmente existen dos contratos y tres agentes intervinientes (la empresa intermediaria participa en los dos contratos). Esta figura habilita convenios de colaboración o cooperación. Un sector que tradicionalmente utiliza esta modalidad es la construcción (por la especialización de los diferentes oficios en obra). Sin embargo, se ha ido extendiendo a otras actividades económicas y áreas como administración de personal, gestión de la empresa, seguridad, transporte y distribución, logística, mantenimiento de instalaciones y equipos, entre varias.


    La intermediación laboral fue definida como la “interposición de un empleador aparente entre el trabajador y el verdadero usuario o beneficiario de su trabajo” (Ermida Uriarte y Orsatti, 2011: 40). Este empleador aparente no realiza otra actividad más que la de proveer la fuerza de trabajo a la empresa principal. La figura del contrato que suele utilizarse entre la empresa principal y el intermediario es la de la locación de obra o servicio. En algunos casos, el intermediario tiene una empresa constituida a tal fin y en otros no, lo que hará que varíe el grado de responsabilidad sobre los trabajadores reclutados por él. Los autores definen varios niveles dentro de esta figura: la “mera intermediación”, donde el intermediario se encarga de conseguir trabajadores para determinada actividad, pero una vez realizada la conexión no permanece en la relación de trabajo, ya que se conforma una relación bilateral entre empresa principal y trabajadores; la intermediación, en la que el mediador continúa en la relación de trabajo una vez conseguidos los trabajadores como tercero, donde se constituye una relación triangular; y el suministro de mano de otra temporal, al que nos referiremos seguidamente.


    El suministro de mano de obra temporal es realizado por medio de empresas dedicadas a emplear trabajadores que serán puestos a disposición de otra empresa, quien definirá y supervisará las tareas realizadas por el personal suministrado. Asimismo, será quien determine si el personal va a desempeñarse en locales propios o externos. En el caso de que los trabajadores lo hagan en instalaciones de la empresa usuaria, la empresa de suministro tendrá una actuación secundaria y se limitará a pagar los salarios una vez establecida la relación.


    Finalmente, la contratación de trabajadores autónomos es la forma jurídica que habilita la mayor precariedad, ya que los trabajadores no quedan encuadrados en el régimen laboral (Ermida Uriarte y Colotuzzo, 2009: 50-53). Una de las preocupaciones actuales es el aumento de este tipo de modalidad, que, bajo la hipótesis –en algunos casos certera– de que existen trabajadores independientes que trabajan y facturan para diversos clientes, esto encubre “falsos autónomos”, empresas “unipersonales” y hasta ciertas cooperativas de trabajadores. A esta forma se la encuadra en la tendencia conocida como deslaborizadora o de travestismo laboral, ya que si bien la relación laboral existe se la encubre y oculta para desligarse del cumplimiento de los derechos laborales.


    Otras aproximaciones permiten complementar estas primeras definiciones y visibilizar otras dimensiones de este fenómeno. Dean y Rodríguez (2011), en un trabajo publicado en el mismo libro, parten de analizar el fenómeno de externalización, teniendo en cuenta la definición de Ermida Uriarte y Orsatti (2011) respecto de que el término externalización –o su equivalente en inglés (outsourcing)– se refiere a un modelo productivo, en tanto que subcontratación o tercerización se aplica meramente a la relación laboral fruto de la externalización. Enfatizan, sin embargo, que la externalización puede ser definida desde diferentes ángulos. Desde el punto de vista empresarial se define como un proceso productivo que consiste en la “construcción paulatina o repentina de relaciones inter- empresariales y que tiene la finalidad de optimizar […] la producción y competitividad en el mercado (laboral, o en su caso, global)”, lo que es asimilado por los autores como la finalidad central de reducir los costos de producción. Esto se logra delegando en terceros riesgos y responsabilidades, y aumentando la competitividad entre ellos.


    Con respecto al tipo de actividades factibles de ser externalizadas, afirman que cada vez en mayor medida lo que se conoce como core business –el corazón del negocio, que debe, en teoría, quedar a cargo de la empresa– se ve más desdibujado y permeado a la posibilidad de externalización, al punto de dejar planteado el interrogante respecto de si hoy en día este core business –en algunos casos– podría definirse simplemente como la “acumulación de ganancias”.


    Los autores llaman la atención sobre algo muy importante: las relaciones interempresariales, las redes y la inserción de las empresas en las cadenas productivas en ocasiones provocan la fragmentación del esquema previo de tipo vertical fordista. Sin embargo, esta visión no desestima el análisis de las relaciones de verticalidad y jerarquías, que en muchos casos continúa siendo una característica del funcionamiento del proceso productivo integral. Un aporte muy interesante que plantea una discusión con otras caracterizaciones habituales es la afirmación de la necesidad de analizar la imagen de “red empresarial” de manera relativa, incorporando en la observación


    la forma en que la división del trabajo de tipo fordista se extiende, por la vía de la externalización, a un conjunto de empresas proveedoras o suministradoras de servicios o actividades adjetivas, de partes o componentes de la mercancía final o de fases del proceso productivo, sin alterar la verticalidad (Dean y Rodríguez, 2011: 47).[2]


    Este punto resulta por demás importante, ya que permite abordar el problema de la tercerización desde otra perspectiva al evaluar las posiciones que ocupan las empresas y sus relaciones jerárquicas, entendiendo que siempre va a existir una empresa beneficiara final, que es necesario descubrir en cada caso y que será la que no sólo tenga mayores beneficios, sino la capacidad de incidir, tomar decisiones sobre el proceso productivo general, etc. Entonces, si bien se presenta con formas novedosas, la cadena de mandos no desaparece; se crean nuevas jerarquías que responden a otros parámetros, distintos por ejemplo de los espaciales y territoriales previos, que definían visual y físicamente los límites y la existencia de una empresa.


    Asimismo, si bien en cada actividad se podría definir un beneficiario final, dentro de una red productiva puede haber subredes que tengan su propio beneficiario final. La importancia de develar y comprender esta complejidad organizativa interempresarial radica en que a ella le corresponde una complejidad en las relaciones de trabajo que subsume.


    Teniendo como punto rector la existencia de este beneficiario/a final en todo proceso de outsourcing, van a continuar con la caracterización de la subcontratación o tercerización, entendida como “la relación de orden comercial, civil o laboral que se produce cuando existe externalización” (Dean y Rodríguez, 2011: 49). La forma de caracterizar el fenómeno también va a partir de la distinción respecto del objeto de externalización: si es de bienes y servicios, o si lo que se externaliza es trabajo (aunque en ambos casos estén implicados los trabajadores). Entonces, partiendo del objeto y teniendo en cuenta la recomendación número 198 de la OIT respecto de cuándo existe una relación de trabajo,[3] los autores diferencian dos grandes categorías que van a abarcar muchas otras subcategorías: subcontratación externa y subcontratación interna, donde lo “externo” e “interno” se refiere al “área de influencia” de la empresa, que marca el límite de los alcances de la cadena de mando directo de la empresa beneficiaria sobre el trabajador.


    Dentro de la subcontratación externa, se encuentran aquellos casos en que la empresa beneficiaria no dirige la labor del trabajador. Esta modalidad tiende a coincidir con la subcontratación de bienes y servicios. Quien dirige la labor del trabajador es otro empleador formal (el subcontratista). Es importante aclarar que esto no impide que los trabajadores puedan operar dentro del área de influencia de la empresa, aunque estén dirigidos y supervisados por el subcontratista. Este tipo de subcontratación es la que nutre las redes y cadenas productivas. En esta variante, habitualmente existe una relación comercial entre empresa beneficiaria y subcontratista, y una relación laboral entre el trabajador y el subcontratista. Ante esta situación surge una pregunta: ¿cuál es la relación entre el trabajador y la empresa beneficiaria? Muchas de las legislaciones laborales establecen la figura de la responsabilidad solidaria para hacer frente a esta situación. Sin embargo, esta figura es favorable a la empresa beneficiaria, ya que sólo es responsable en caso de que la subcontratista no cuente con medios propios para hacer frente a las obligaciones (algo que las empresas principales evalúan concienzudamente a la hora de firmar contratos de bienes y servicios).


    Dentro de este esquema pueden existir distintas modalidades. Los autores definen cuatro:


    
      	proveedor de bienes y servicios (en sus variantes empresa formal autónoma o empresa formal cautiva);[4]



      	cooperativas de trabajadores, que son socios y mantienen una relación comercial con la empresa beneficiaria (que pueden ser auténticas o falsas);[5]



      	trabajadores a domicilio,[6] y


      	trabajadores autónomos, que en apariencia son trabajadores libres, que no están vinculados por relación salarial alguna a la empresa beneficiaria, aunque bajo esta modalidad se encuentra la contratación y supervisión de trabajadores que son “falsamente autónomos”, ya que están subordinados a un patrón.

    


    En los últimos dos casos, puede existir o no una empresa intermediaria que contrate la fuerza de trabajo. Si la relación es directa entre beneficiario y trabajador no existiría subcontratación en el sentido definido por los autores. Por eso estas últimas dos modalidades pueden considerarse “híbridas” o “transversales”, y requieren ser analizadas en los casos particulares.


    En todos estos tipos de subcontratación, la relación tiende a perder su forma laboral, y es reemplazada por relaciones comerciales, lo que hace que el trabajador pierda sus garantías en cuanto tal, aunque el contenido laboral de la relación perdure. Por eso caracterizan esta tendencia como deslaborizadora. En las primeras dos modalidades, puede que el trabajador tenga una relación laboral con el subcontratista, aunque en las últimas dos esto no ocurre casi en ningún caso. Los autores remarcan que el “efecto deslaboralizante” tiene un “carácter político que incide directamente en la relación de fuerzas existentes entre fuerza de trabajo y capital” (Dean y Rodríguez, 2011: 57).


    La subcontratación interna abarca aquellos casos en los que el trabajador queda en el área de influencia de la empresa beneficiaria final, y el patrón formal (el subcontratista) se escinde del patrón real (que en este caso es la empresa beneficiaria final). Este tipo de subcontratación tiende a coincidir con la subcontratación de trabajadores.


    Dentro de esta definición más amplia, los autores distinguen tres tipos de relación:


    
      	la relación civil o comercial entre el beneficiario y el subcontratista;


      	la relación laboral entre subcontratista y trabajador, y


      	la relación laboral entre beneficiario y trabajador. Por esto, en este tipo de situaciones se reconoce la existencia de un empleador múltiple o bicéfalo.

    


    Por otro lado, como en el caso de la subcontratación externa, definen distintas modalidades en que puede expresarse:


    
      	empresas de suministro de personal: constituyen el caso más claro de subcontratación interna. En este caso la subcontratista se compromete a asumir las responsabilidades laborales de los trabajadores “suministrados”, así como también de cualquier conflicto que pudiera surgir entre el trabajador y la empresa beneficiaria. Sin embargo, el patrón real suele ser la empresa beneficiaria, lo cual no inhabilita al subcontratista a que también supervise y controle el trabajo. Entre las principales razones para realizar este tipo de subcontratación se encuentran evadir responsabilidades laborales, evitar posibles fuentes de conflictos directos con los trabajadores, disponer de los trabajadores en la manera just in time y con condiciones flexibles de contratación y despido;


      	figura de intermediario, como la persona que contrata a otras para que estas presten servicios a un tercero. La diferencia fundamental con la modalidad anterior es que el intermediario (individuo, empresa o agencia de colocación) puede o no (una vez hecho el vínculo) quedar intermediando en la relación entre trabajador y beneficiario final. En el caso de que el intermediario continúe en la relación, la pregunta que surge es: ¿quién tiene la responsabilidad directa y quién la responsabilidad solidaria con el trabajador? En la mayoría de los casos la responsabilidad directa es de la empresa beneficiaria;


      	trabajador a domicilio, trabajador autónomo, por cuenta propia. Estos casos son transversales a las dos modalidades de subcontratación (interna o externa) en función de las características en que se establece la relación entre trabajador y patrón/patrones en cada caso particular.

    


    En ambos tipos de subcontratación se encuentran “zonas grises”, constituidas por las modalidades transversales o híbridas, en las que necesariamente hay que considerar caso por caso para poder determinar cómo se establecen las relaciones en términos reales, más allá de las formales. Las modalidades que más se encuentran en esta zona gris son las de trabajadores a domicilio, autónomos o por cuenta propia. Un interrogante muy interesante que dejan planteado los autores es la discusión sobre si puede considerarse o no al trabajo como artículo de comercio.[7] De definirse que no, muchas de estas situaciones de intermediación no deberían existir.


    Finalmente, sería importante determinar el grado de dependencia productiva de las empresas o los trabajadores subcontratados respecto de la empresa o actividad beneficiaria final, lo que permitiría analizar cabalmente las relaciones de jerarquía y subordinación que existen entre los diversos agentes intervinientes en un proceso productivo o actividad puntual. Por otro lado, y en concordancia con lo anterior, creemos que el abordaje que intenta descubrir el beneficiario principal, a partir del cual analizar el resto de las relaciones asociadas, resultaría revelador a la hora de develar los objetivos finales de las diversas tercerizaciones y la estipulación de responsabilidades respecto de los derechos laborales.


    la tercerización y su impacto global en la actualidad


    Para comenzar a situar el fenómeno y sus características actuales, resulta útil tener en cuenta algunas estadísticas globales que permiten dar una idea fragmentaria y preliminar sobre sus alcances y su impacto. En el contexto de las enormes dificultades que implica la medición de un fenómeno que asume distintas formas legales y un amplio abanico de prácticas no siempre identificables, resulta especialmente útil el esfuerzo realizado por Marcio Pochmann (2008) en el trabajo “A transnacionalização da terceirização na contratação do trabalho” respecto de la cuantificación del fenómeno de la tercerización a nivel global. El artículo sistematiza tres investigaciones cuantitativas realizadas en el plano internacional:


    
      	un relevamiento ejecutado por la OIT sobre el comportamiento general de los puestos de trabajo de 145 países desde 1950 según actividad y tipo de ocupación (estos 145 países representan un 83% de los puestos de trabajo a nivel mundial);


      	una investigación desarrollada por Ciett (International Confederation of Private Employment Agencies) que comprendió 33 países y 76,5 mil empresas de tercerización de mano de obra, y


      	una investigación sobre corporaciones transnacionales que abarcó las 500 mayores corporaciones del mundo, las cuales responden por el 54,6% del total de los empleados contratados directamente por el segmento empresarial.

    


    De estas investigaciones desarrolladas con la intervención y el apoyo de organismos internacionales como OIT, OCDE, ONU, Unctad, IMD, Eurosat, BID, Cepal, Ciett, entre otros, se desprenden algunos datos interesantes.


    A partir del relevamiento sobre los 145 países, se estima que el 25,55% del total de la mano de obra se encuentra en actividades laborales tercerizadas, y el 11,2% de esos tercerizados son a su vez empleados por la tercerización transnacional. El estudio realizado por Ciett en 33 países en 2006 arrojó la existencia de 76,5 mil empresas que ejercen funciones de tercerización, aunque sólo 29 de ellas responden por las dos terceras partes del total de la facturación de ese sector (Pochmann, 2008). De estos datos se desprende entonces no sólo la importancia de la tercerización de la fuerza de trabajo sino también la acentuada concentración y centralización en unas pocas firmas que ejercen funciones de tercerización. Entre las mayores empresas en 2005 se encontraban Adecco, Manpower, Vedior, Randstad, Kelly Services y Crystal, entre otras.


    Asimismo, estas investigaciones arrojan resultados sobre la evolución de la composición de la fuerza de trabajo en los 145 países relevados por la OIT, lo cual también podría estar indicando un aumento de la tercerización. Entre 1995 y 2006 disminuyó la ocupación relativa en el agro del 63 al 36%, y en la manufactura creció del 13 al 22%, aunque el mayor aumento se dio en el sector de los servicios, ya que pasó de un 24 a un 42%. El autor relaciona estos datos con el avance de las cadenas productivas de los países de alta renta por habitante hacia las economías no desarrolladas (por medio de la internacionalización de las empresas), lo cual está en concordancia con el aumento de la participación relativa en la ocupación en el sector industrial de los países no desarrollados, que llegan a representar una cuarta parte del empleo.


    Por otra parte, las transformaciones en la composición del empleo por sector (primario, secundario y terciario) están dando cuenta de una tendencia general a la terciarización de la economía, lo que puede explicarse no sólo por el surgimiento de nuevas actividades posibilitadas por avances tecnológicos, sino también por la transferencia al sector terciario de actividades que antes pertenecían a los sectores primario o secundario. Esta situación se da por ejemplo con actividades de mantenimiento, reparación, comercialización y distribución, que comenzaron a ser subcontratadas como “servicios”.


    Por ello, en algunos casos la terciarización se presenta de la mano de la tercerización. Aunque una tendencia no implica necesariamente la otra, algunos autores plantean que lo que diferencia la tercerización del pasado con la de la actualidad es justamente su vinculación al sector terciario de la economía y su incesante crecimiento (Saturno Troccoli, 2011). Si bien esto se expresa en mayor proporción en los países desarrollados (ocho de cada diez trabajadores pertenecen al sector terciario), en menor proporción esta tendencia también se verifica en los países no desarrollados (cuatro de cada diez trabajadores pertenecen al sector terciario).


    Otras contribuciones realizadas desde el ámbito académico-empresarial también alertan sobre la importancia de mirar el fenómeno de manera global y geopolítica. En el artículo “El offshore outsourcing de sistemas de información” (González Ramírez, Llopis Taverner y Gascó Gascó, 2006) se analiza especialmente la subcontratación offshore (proveedores de países externos) de sistemas de información y tecnologías de información. La primera ventaja que exponen del offout, como llaman a esta estrategia, es el ahorro de costos que deriva principalmente “de la diferencia salarial entre el país de la empresa cliente y proveedora de los servicios externalizados”.


    Los autores realizan una caracterización de la “geografía del offshore outsourcing”. El continente asiático es líder en cuanto a empresas proveedoras de estos servicios, con la India a la cabeza, seguida por China, Malasia, Filipinas y Tailandia. Con respecto a la India, plantean que “se trata del segundo país más poblado del mundo (con más de mil millones de habitantes)” y que “este potencial gran mercado tiene unos costes salariales muy bajos comparados con cualquier país occidental”, además de la importancia del manejo del idioma inglés y la capacitación técnica. China es considerado “el otro gigante asiático, que disfruta de la ventaja de unos costes incluso menores a los indios y un mercado laboral potencial enorme, siendo el segundo país con más atractivo para el offout”, aunque con mano de obra no tan capacitada como en la India.[8] En América, consideran, se “destacan Canadá y México, y a cierta distancia otros países latinoamericanos como Argentina, Chile, Brasil y Costa Rica” (González Ramírez y otros, 2006: 82-87). En el caso de México, por ejemplo, se marca el caso de las maquilas, consideradas como una forma de subcontratación internacional, refuncionalizada y ampliamente difundida a partir de los años ochenta, donde se emplean a 1.010.000 trabajadoras y trabajadores (De la Garza, 2005).


    En síntesis, la tercerización como una de las formas que asume la precarización del trabajo es un problema creciente de escala global, sumamente complejo, que se extiende en las diversas actividades económicas (industriales, agrarias y de servicios), tanto en el sector privado como en el público, y que asume variadas formas que no sólo tienen que ver con tendencias mundiales de contratación, sino con cómo estas se reconstituyen y adquieren características específicas en los contextos locales y regionales. Esta tendencia global queda expuesta no sólo por los movimientos de capitales, la fragmentación y la relocalización de los procesos productivos, sino también por los movimientos migratorios masivos y continuos que dan cuenta de las condiciones de trabajo degradantes en que se encuentran grandes poblaciones de trabajadores y trabajadoras, tanto en sus países de origen como en los países receptores.


    Por tanto, sería erróneo analizar este fenómeno sólo desde un punto de vista nacional, ya que responde a un proceso histórico mundial, integrado, como lo fueron el comercio y la especialización productiva en la etapa colonial; la búsqueda de nuevos mercados a partir del siglo XIX y el desarrollo de industrias en países distintos al del lugar de origen del capital a fin de aprovechar mano de obra nativa (o migrante) para el abastecimiento de las casas matrices; o la descentralización y la expansión de la inversión extranjera dirigida a países en vías de industrialización durante la segunda posguerra.


    la crisis capitalista de comienzos de los años setenta y la expansión de la tercerización


    Si bien existe consenso respecto de que la tercerización existe desde mucho antes de la crisis mundial capitalista de comienzos de los años setenta, también se señala que ha habido un cambio cuantitativo y cualitativo a partir de esa fecha en lo que se refiere a la expansión, la amplitud y el impacto del fenómeno. En el marco de la expansión y generalización de políticas neoliberales a nivel global entre fines de los años setenta y comienzos de los años ochenta, y como parte de un giro de política económica en los países centrales que tuvo en Ronald Reagan y Margaret Thatcher a sus dos exponentes visibles, la tercerización pasó de ser una forma de relación laboral subordinada y de alguna manera marginal dentro de un modelo de relaciones industriales que estaba fuertemente regulado por los derechos laborales y de seguridad social, y donde las relaciones entre patrones y trabajadores estaban mediadas por los convenios colectivos, a ocupar un rol central en las nuevas formas de contratación y regulación de las relaciones entre capital y trabajo (De la Garza Toledo, 2005).


    Una breve caracterización de la crisis, sus consecuencias en cuanto a las modificaciones del capital y sus fracciones, así como también un análisis sobre las transformaciones en el mundo del trabajo y el rol de la clase trabajadora, nos servirán para ubicar la importancia de la tendencia tercerizadora dentro de un movimiento global de precarización y desvalorización de la fuerza de trabajo. Esta crisis, que dio lugar al agotamiento del fordismo (o al menos a su posición hegemónica como patrón de acumulación capitalista), comenzó previamente a la recesión de 1973 (Harvey, 1988; Shaikh, 1989).[9] Los representantes del pensamiento neoliberal, paradigma que culminó hegemonizando las políticas mundiales en las décadas siguientes, expresaban entre sus principales preocupaciones el estancamiento económico y la creciente inflación. Sin embargo, diversas interpretaciones de este proceso histórico señalan que las “razones últimas no se encontraban vinculadas al crecimiento económico sino a la distribución del excedente económico” (Basualdo, 2011: 16), ya que de manera paralela se verificó la continuidad del estancamiento durante la vigencia del neoliberalismo a la vez que un aumento en la concentración del ingreso a nivel mundial. Junto a la preocupación por el estancamiento económico y la inflación parecía estar en juego la “ruptura de un patrón de dominación de clase relativamente estable, [que] aparece como una crisis económica que se expresa en la caída de la tasa de ganancia”, y que requiere la imposición de nuevos patrones de dominación (Holloway, cit. en Antunes, 2005: 17-18).


    Ante la reducción de la tasa de ganancia era necesaria la reducción de “costos” y la recuperación de competitividad frente a empresas como las japonesas, lo cual se manifestó en un giro político hacia la derecha. Los principales mecanismos utilizados para lograr este objetivo fueron la reducción de costos de producción, procesos de quiebras como manera de eliminar competidores, reducción de los costos salariales, recorte de gastos sociales, introducción de innovaciones tecnológicas, traslado de la producción de antiguas zonas industriales a zonas con menores costos laborales tanto de materias primas como impositivos. Asimismo, en muchos países (como por ejemplo Corea del Sur, Filipinas, Israel, Egipto, Marruecos, Túnez, Chile y Argentina) se acudió a la represión política contra las resistencias populares y al reforzamiento de la disciplina laboral no sólo en las “nuevas” zonas industriales, sino también en las más antiguas (Gunder Frank, 1982).


    Aunque hay diversas interpretaciones respecto de las causas de la crisis capitalista de los años setenta, existe cierto consenso respecto de las características que marcaron la transición entre un modelo de acumulación y otro:[10] a) la importancia que adquirió el capital financiero, que –desplazando a la industria– pasó a ser el eje central de la economía y conformó un mercado mundial de dinero y crédito que desconocía límites geográficos y temporales (Harvey, 1988), y b) el reposicionamiento estructural de la clase trabajadora, que afectó negativamente su poder de influencia en la definición del orden social y económico.


    De acuerdo con Chesnais (2001: 25), la “mundialización financiera”, aunque comenzó a manifestarse desde fines de 1960, debe comprenderse en el marco de la crisis del modo de regulación fordista que implicó el resurgimiento de las contradicciones clásicas del modo de producción capitalista, que habían sido fuertemente amortiguadas durante la denominada “edad de oro”, entre 1950 y 1974. A diferencia del modelo previo, el nuevo patrón de acumulación implicaba altos niveles de desempleo estructural, destrucción de calificaciones previas, escasos o nulos aumentos en el salario real y, algo fundamental para lograr todas estas cuestiones, un retroceso muy importante del poder sindical (Harvey, 1988). Es decir, la salida de esta nueva crisis capitalista implicó una ofensiva generalizada del capital contra la clase trabajadora y contra las condiciones vigentes en el período anterior, que se expresaría en altos grados de concentración de capital a nivel mundial.


    De acuerdo con Chesnais, una primera etapa del camino a la mundialización financiera se remonta a los años sesenta, con un hito central en la abrogación del sistema de Bretton Woods en 1971, decretada unilateralmente por Estados Unidos en respuesta a su doble déficit presupuestario y comercial, y que puso fin a la unión del dólar con el oro habilitando el camino al sistema llamado de “tipos de cambio flexibles”, punto de partida de una inestabilidad monetaria crónica (Chesnais, 2001: 34). La segunda fase del proceso de mundialización está asociada a las políticas implementadas entre 1979 y 1981, después del nombramiento de Paul Volcker al frente de la Reserva Federal de Estados Unidos y de la llegada de Margaret Thatcher al poder. En este período, las medidas implementadas por los gobiernos del Reino Unido y de Estados Unidos pusieron fin al control de los movimientos de capitales desde y hacia el exterior, lo que liberalizó los sistemas financieros nacionales y dio un importante impulso a un vasto movimiento de desregulación monetaria y financiera, todo lo cual contribuyó significativamente a promover el sistema contemporáneo de finanzas liberalizadas y mundializadas. Finalmente, la incorporación de los mercados emergentes, a partir del comienzo de la década del noventa, marca la etapa más reciente de la mundialización financiera.


    La aplicación de este nuevo modelo de acumulación requirió de un nuevo sistema de regulación estatal que desplazara al vigente Estado de bienestar o Estado keynesiano. En el neoliberalismo, el Estado estuvo convocado a favorecer la propiedad privada individual y las instituciones de libre mercado y libre comercio. Las llamadas políticas desregulatorias de actividades económicas, legislaciones y derechos laborales, y la desarticulación de sectores productivos estatales junto a las políticas de privatizaciones se transformaron en instrumentos clave para alcanzar el objetivo fijado.


    La transformación de ese Estado fue rotunda en el plano económico-político. Como planteó Bourdieu,


    se pasa de una política de Estado que aspira a actuar sobre las estructuras mismas de la distribución a otra que sólo pretende corregir los efectos de la distribución desigual de los recursos en capital económico y cultural […]. Las nuevas formas que asume la acción del Estado contribuyen así, con el debilitamiento del sindicalismo y de las instancias movilizadoras, a la transformación del pueblo (potencialmente) movilizado en un agregado heterogéneo de pobres atomizados, de “excluidos”, como los llama el discurso oficial, a los que se menciona sobre todo (si no exclusivamente) cuando “plantean problemas” o para recordar a los “acomodados” el privilegio que representa tener un empleo permanente (Bourdieu, 1999: 163).


    Asimismo, en este proceso fue importante la transformación de las estructuras productivas. Como afirmó Harvey, “la aglomeración de los trabajadores en las grandes fábricas siempre planteó la amenaza de organizaciones laborales más fuertes y mayor poder de la clase obrera” (Harvey, 1988: 157), por lo cual uno de los principales cambios implementados fue un reordenamiento de la fuerza de trabajo en las actividades productivas que tendiera a reducir el número de trabajadores del núcleo de la actividad, apelando a nuevas formas de contratación donde la fuerza de trabajo pudiera reclutarse y/o despedirse rápidamente en función de las necesidades empresariales. En concordancia con esta necesidad de desarticulación de los grandes colectivos obreros, se implementaron importantes cambios en la organización industrial. Una de las características principales en este sentido fue la descentralización y externalización productiva, y lo que en muchos casos se planteó como un segundo paso, la tercerización de partes del proceso productivo.


    El modelo de producción fordista, como sostuvimos previamente, estaba caracterizado, en el marco de la Guerra Fría, por un sistema de relaciones laborales relativamente rígido, distinguido por condiciones de alta estabilidad, salarios asociados al puesto de trabajo/oficios y una fuerte presencia de las organizaciones sindicales. Los sujetos colectivos construían, en términos mayoritarios, identidades laborales asociadas a relaciones laborales más duraderas, tenían un alto grado de integración en grandes estructuras representativas y compartían similares espacios y condiciones de trabajo. Las tecnologías utilizadas impulsaban una fragmentación cada vez mayor de las tareas, y por su estructura vertical una concentración espacial en áreas perfectamente delimitables territorialmente, y la organización fabril era en términos generales jerárquica, burocrática y escalonada. La producción era relativamente estandarizada y destinada a un consumo masivo de grandes mercados garantizados por un Estado relativamente intervencionista (Estado de bienestar), un eje central de la competencia del campo occidental con el soviético (Rodríguez, 2011).


    En contraste con este modelo previo, la búsqueda de flexibilidad comenzó a ser la noción rectora, y se ubicó en la base de todos los desarrollos y las transformaciones posteriores en la organización del trabajo y las formas de contratación de la fuerza laboral. El primer intento en los Estados Unidos de búsqueda de flexibilidad se expresó en el sistema conocido como “enriquecimiento de tareas”, aunque la importancia y el éxito demostrado por el modelo japonés fue haciendo que este ganara terreno a nivel global. Harvey definió a este nuevo modelo como de “acumulación flexible”, en el cual se recombinaron dos estrategias capitalistas básicas –caracterizadas por Marx– para obtener ganancias: la plusvalía absoluta y la plusvalía relativa, al extender la jornada de trabajo con la consecuente reducción de los estándares de vida junto a la aplicación de transformaciones organizativas y tecnológicas.


    Si bien la flexibilidad ha sido conceptualizada de diferentes maneras –desde ver en ella las posibilidades de superación de las formas dominantes y represivas de la organización previa del trabajo (tal como lo plantean Piore y Sabel) hasta considerar, desde una mirada histórica del capitalismo, que nada hay de nuevo en la búsqueda de una mayor flexibilidad (como creen Pollert y Gordon)–, podemos coincidir con Harvey en que si bien no hay nada “esencialmente nuevo”, es peligroso pretender que nada ha cambiado. Existe, más bien, una combinación entre la producción fordista y sistemas de producción más tradicionales que ha cambiado la composición de la clase obrera, las condiciones de formación de la conciencia y las posibilidades de sindicalización (Harvey, 1988: 213-222).


    Vale la pena revisar la noción de flexibilidad, ya que atraviesa en diferentes grados y aspectos todas las situaciones de tercerización. Siguiendo a Xavier Coller (1997), dentro de la amplitud del concepto de flexibilidad puede distinguirse entre flexibilidad externa, interna y del tiempo, de acuerdo con una serie de dimensiones analizadas primeramente por Terry y Dickens (1991, cit. en Coller, 1997). El primer caso se refiere a los procesos de externalización productiva, tales como sumersión de actividades y subcontratación. Dentro de la flexibilidad interna distingue entre la funcional (movilidad/polivalencia), la numérica (contratos temporales y a tiempo parcial), la salarial (salario por rendimiento, méritos u objetivos) y en el proceso de trabajo (incorporación de tecnología, enriquecimiento de tareas, o sistema just in time). Por último, la flexibilidad del tiempo se refiere directamente a la realización de horas extra.[11] Es importante remarcar que en cada una de las situaciones de flexibilidad externa, dentro de las cuales el autor enmarca a las subcontrataciones, es común encontrar a su vez flexibilidad interna y de tiempo. Es más, la combinación de estos tipos de flexibilidad suele presentarse –para el empresario– como una situación sumamente ventajosa.


    Las características que adquirió el nuevo modelo de organización industrial fueron (Rodríguez, 2011):


    
      	flexibilización de las funciones, número de trabajadores y lugar de trabajo, fortaleciendo el empleo eventual y los salarios por productividad;


      	embestida contra la organización de los trabajadores y los términos habituales de contratación colectiva, tendiendo a una individualización de las relaciones laborales;


      	estructura organizativa menos jerárquica y burocrática, dando lugar a la iniciativa, creatividad, disposición individual, y a nivel empresarial, promoviendo redes y relaciones inter- empresariales fluidas y en apariencia más horizontales;


      	una nueva normatividad a nivel nacional e internacional (por medio de organizaciones internacionales y multilaterales) que favorecieron no sólo la aplicación de todos los aspectos antes citados, sino la nueva fase de internacionalización del capital;


      	nuevas tecnologías que fueron fundamentales para promover la flexibilidad, la deslocalización, las comunicaciones globales, facilitando la compresión espacio-temporal característica de esta nueva etapa del capitalismo (Harvey, 1988).

    


    En síntesis, la búsqueda de flexibilidad ha sido uno de los temas y lemas más renombrados en las últimas décadas, y la expansión de la tercerización en Occidente ha tenido mucho que ver con esta búsqueda.


    En resumen, a partir de la crisis de mediados de los años setenta, el modo de producción capitalista ha virado su estrategia con respecto al trabajo hacia lo que Ricardo Antunes (2012) denomina informalización del trabajo, que reviste una forma de utilización de la fuerza de trabajo contraria a la modalidad previa, donde predominaba el trabajo estable y reglamentado. En esta estrategia priman la informalidad, la inestabilidad y la precarización, que en términos generales tienden a una flexibilización de la fuerza de trabajo en sus diversas formas (salarial, horaria, numérica). Esta tendencia, que se acrecentó incluso luego de la última gran crisis capitalista de 2008, forma parte de un proceso tendencial de precarización estructural del trabajo a escala global (Antunes, 2012).


    Dentro de este marco, deben analizarse las diversas formas que asume la tercerización de la fuerza de trabajo. Si bien es necesario incorporar la mirada microsocial para analizar la complejidad de la problemática, debe hacerse desde un anclaje estructural y de clase, que permita situar al fenómeno y sus dimensiones en el proceso histórico general, en una nueva fase de mundialización del capital, aumento de la acumulación y concentración comenzada a mediados de los años setenta, y con características distintivas en lo que hace a las disputas, no sólo entre trabajo y capital, sino incluso al interior de las propias clases.


    los inicios de la expansión de la tercerización: el caso de japón


    Como planteamos al comenzar el capítulo, la comprensión de los procesos económico-políticos actuales requiere, en primera instancia, un esfuerzo de historización. En el caso de la tercerización, debemos remontarnos necesariamente al desarrollo y la importancia que adquirió a partir de la extensión del just in time (JIT) japonés. Si bien suele localizarse el origen del modelo japonés específicamente en los años cincuenta y en la empresa Toyota con la actuación del Ingeniero Ohno, el JIT es fruto de un largo proceso histórico de industrialización en Japón. Este proceso estuvo caracterizado por varios aspectos, entre los que se destacan la importancia del sector agrario para la promoción industrial y el aprovechamiento de avances tecnológicos exteriores incorporados internamente de manera que se adecúen a las características nacionales, sobre todo la escasa extensión territorial y la abundancia de mano de obra.


    En ese sentido, la formación de empresas con tecnología de avanzada, intensivas en capital constante y con menor utilización de mano de obra estuvo complementada desde el principio con la existencia de empresas de menor tamaño dedicadas a aquellos procesos manufactureros de menor complejidad y utilización intensiva de mano de obra. La decisión de los gobiernos japoneses de mantener esta estructura industrial desigual tenía que ver con la necesidad de integración y cohesión social. Si bien estas empresas de menor tamaño obtenían menores índices de productividad, pagaban menores salarios, tenían menor estabilidad laboral, etc., su participación en el empleo a nivel nacional era muy importante.


    Luego de la derrota sufrida en la Segunda Guerra Mundial, la economía de Japón quedó devastada; por ello se conoce como “milagro” japonés su recuperación y crecimiento en los años posteriores. En este crecimiento convergieron factores tanto exógenos como endógenos. Entre los primeros, se destacaron el crecimiento de la economía mundial, la profundización del comercio internacional y el flujo de inversión extranjera, con el liderazgo de Estados Unidos. En el contexto de la Guerra Fría y con el potencial industrial de Japón, Estados Unidos modificó las políticas hacia ese país –que venían de la hostilidad de la guerra–, a partir de políticas de transferencia tecnológica, apertura del mercado a las exportaciones japonesas e incremento de las inversiones, todas acciones emprendidas con el fin de consolidar la posición estratégica del bloque estadounidense a nivel mundial (Collantes, s.f.).[12]


    En las últimas décadas, y desde 1950, el conjunto de economías asiáticas han tenido una revitalización y creciente importancia. Giovanni Arrighi (2005) realiza una caracterización de este “renacimiento asiático” en el siglo XX, remontándose al proceso histórico del siglo XIX. Plantea que, a diferencia de la Revolución Industrial, que tuvo su epicentro en Gran Bretaña, en Asia oriental se desarrolló lo que algunos autores denominan “Revolución Industriosa” (2005: 342), que se constituyó en una vía tecnológica e institucional distintiva respecto de las oportunidades creadas por la Revolución Industrial de Occidente.


    Entre estas características distintivas se encuentran, por ejemplo, la fuerza interna desatada por la producción a pequeña escala, que implicaba una participación y un involucramiento de los trabajadores y trabajadoras en los asuntos de gestión, desarrollo de habilidades y cooperación interpersonales, a diferencia del típico rol asignado a los trabajadores y trabajadoras occidentales. Esta “Revolución Industriosa” estuvo caracterizada por la utilización intensiva de recursos humanos antes que de maquinarias, y tuvo su base histórica en un desarrollo, principalmente chino, orientado más a la formación del Estado y a la expansión de una economía nacional, a diferencia del occidental británico, fuertemente preocupado por el desarrollo militar como vehículo para la expansión territorial y comercial.


    Según Arrighi, el renacimiento oriental después de la Segunda Guerra Mundial puede analizarse en tres fases, que resulta útil revisar. En la primera, el gobierno estadounidense tuvo un rol fundamental al impulsar la modernización de la economía japonesa como una de sus estrategias de poder y generar las condiciones de expansión del sistema de subcontratación multicapa japonés. En una segunda fase, fue el comercio en Japón el principal organismo de expansión; llegó a abarcar toda la región de Asia oriental por medio de la captación de redes de inversiones y subcontrataciones japonesas, en un contexto de decaimiento del poder de control estadounidense en los países asiáticos.[13]


    Este crecimiento se erigió sobre bases contrarias a las occidentales; allí sobresalieron las industrias de trabajo intensivo y las actividades de ahorro de recursos. Sin embargo, una de las claves de este desarrollo tuvo que ver con la expansión en Japón de empresas multinacionales que comenzaron a subcontratar actividades que anteriormente eran realizadas de manera interna.


    La tendencia hacia la burocratización del negocio a través de la integración vertical que erigió las fortunas de los negocios corporativos estadounidenses a partir de la década que siguió a 1870 empezó así a ser reemplazada por una tendencia hacia el establecimiento de contactos informales y la revitalización subordinada de los pequeños (Arrighi, 2005: 349; el destacado nos pertenece).


    Si bien esta fue una tendencia mundial, en estas geografías creció rápidamente extendiéndose a otros estados de Asia oriental. Los chinos de ultramar y sus redes comerciales tuvieron una importancia fundamental en esta expansión, erigiéndose como los principales intermediarios de los negocios japoneses. Por eso Arrighi afirma que “la expansión regional del sistema de subcontratación multicapa japonés contaba pues no sólo con el apoyo político ‘desde arriba’ de los Estados Unidos, sino también con el apoyo comercial y financiero chino ‘desde abajo’” (2005: 349).


    En una tercera fase, en curso en la actualidad, el estado chino parece ser el organismo de expansión, a partir de la apertura entre los Estados Unidos y China, que comenzó en 1970. Por un lado, las empresas estadounidenses comenzaron a reestructurarse para poder competir con las japonesas a través de inversión y –algo muy importante– de la generación de nuevos acuerdos de subcontratación, lo cual expandió las redes de subcontratación estadounidenses en Asia oriental. En el ascenso de China, coincidieron las necesidades de los Estados Unidos de aumentar su competitividad, la expansión previa en China del sistema de subcontratación japonés y la existencia de una gran reserva de mano de obra de bajo costo y muy capacitada. A todo esto hay que agregar el rol fundamental que jugó la diáspora capitalista de los chinos de ultramar para lograr la unión entre los capitales estadounidenses y la mano de obra china. Arrighi remarca la importancia de ver la hibridación de las distintas vías de desarrollo occidental y oriental en las características que fue asumiendo el proceso histórico capitalista.


    Volvemos ahora a la expansión de la subcontratación en Japón, para analizar sus rasgos distintivos. Las características endógenas del modelo capitalista japonés que se profundizaron en las décadas posteriores a 1945 eran la existencia de conglomerados empresariales multisectoriales, la forma de integración organizativa de un sector de la mano de obra que trabajaba en los conglomerados (en la que destacan el empleo vitalicio, salarios acorde a la antigüedad, negociación de las condiciones de trabajo en sindicatos por empresa y participación de los trabajadores con toma de decisiones colectivas frente a los problemas del proceso productivo), un acentuado dualismo empresarial y laboral, y un marcado intervencionismo estatal en diferentes aspectos de la economía desde la regulación de importaciones y exportaciones, promoción industrial selectiva, promoción de investigación y desarrollo, etc.


    El sistema de subcontratación japonés puede identificarse con el nombre de keiretsu, que se refiere específicamente a grandes corporaciones –grupos financieros– que “comprende un conjunto de relaciones de propiedad, de interalianzas y relaciones de subcontratación que proporcionan al conjunto una serie de características propias […], un elevado nivel de flexibilidad en la aplicación de herramientas administrativas”. Los keiretsu se constituyeron como redes de relaciones de propiedad accionaria mutua, donde los bancos desempeñaban un papel preponderante, aunque el control del grupo era compartido por el total de empresas que lo constituían, que podían ser aproximadamente cien o más (Montaño Hirose y Rendón Cobián, 1994: 57-59). Luego, como el sistema estaba estructurado de manera piramidal de subcontratación, a medida que se acercaba a la base el número de empresas subcontratadas por esos conglomerados podía llegar a varias decenas de miles.


    Nos interesa especialmente lo que algunos autores denominaron dualismo empresarial y laboral (Collantes, s.f.). Este dualismo tiene sus orígenes en esa estructura industrial desigual de las décadas previas que combinaba grandes conglomerados empresariales con tecnología de avanzada, y una gran cantidad de empresas de menor tamaño dedicadas a procesos manufactureros de menor complejidad. Esta estructura heredada nutrió el fuerte crecimiento de la economía en los años posteriores a 1945.


    Los conglomerados empresariales subcontrataban a empresas de menor tamaño para la realización de las actividades menos complejas y mano de obra intensiva. Sin embargo, más allá de esta diferenciación funcional, la propiedad de las empresas subcontratadas en ocasiones pertenecía a empresas de la cúpula de los mismos conglomerados. La tan renombrada flexibilidad se logró gracias a esta estructura dual. Los trabajadores de las pequeñas y medianas empresas subcontratadas no contaban con las mismas condiciones: no gozaban de idénticos niveles de estabilidad en el empleo, sus salarios eran menores y no tenían representación sindical fuerte, lo cual redundaba en el mantenimiento de las peores condiciones de trabajo.[14] Collantes afirma que entre las PyME y los conglomerados existía una “relación simbiótica”. Los ajustes en épocas de descenso de producción y recesión eran directamente transferidos a los trabajadores de las PyME, lo cual dotaba de flexibilidad al modelo.


    El éxito visible del modelo japonés hacia 1970 era fruto no sólo de un contexto internacional favorable sino de una sumatoria de cuestiones nacionales y culturales que lo habían hecho posible. Por ello, estas formas no deben pensarse como “inmaculadas”, sino como modos particulares de organización del capital que llevan la impronta de las sociedades en las que se aplican y que tienen variaciones en función de las características del mercado y la organización del trabajo, legislación laboral, etnia, género, etc. (Sayer, 1997: 172-174). Como vimos antes, este modelo, conocido con diversos nombres –ohnismo, toyotismo, modelo de producción flexible–, por necesidades de competitividad y expansión comenzó a extenderse en el mundo occidental, especialmente en Estados Unidos y Europa, que hasta el momento estaban regidos por el modelo fordista, con características contrarias tales como las grandes estructuras empresariales de integración vertical; la incorporación de tecnología junto a la descalificación y la súper especialización de la mano de obra; la producción masiva para mercados masivos, que implicaban una gran cantidad de existencias y stock en planta; etc. Para profundizar más específicamente en el modelo de producción japonesa, retomamos los aportes de Benjamin Coriat y Andrew Sayer[15] para luego comparar brevemente el sistema just in time con el just in case, extendido hasta entonces en Occidente.


    Coriat realizó una sistematización muy importante no sólo de los componentes del ohnismo,[16] sino también del taylorismo y su expresión en el fordismo.[17] Para este autor, el ohnismo es un conjunto de innovaciones en la organización cuya trascendencia fue comparable al taylorismo y fordismo de principios de siglo XX. Este nuevo modelo nació de una necesidad concreta de Japón: “¿qué hacer para elevar la productividad cuando las cantidades no aumentan?”. En ese sentido era necesario “pensar al revés” la herencia de Occidente, dejando de lado la pregunta clásica del fordismo –¿cómo aumentar las cantidades para aumentar las ganancias?– para responder a la pregunta “¿cómo las pequeñas cantidades pueden aumentar las ganancias por productividad?” (Coriat, 2000: 15-22). Los dos grandes pilares del ohnismo eran, según su creador: la producción en el momento preciso y la autoactivación de la producción. Desde estas bases se pensó la “fábrica mínima”, en cuyo trasfondo se encontraba la preocupación por las existencias sobrantes. Las sobreexistencias tenían por detrás sobreequipos, por lo cual la reducción de los efectivos fue una de las primeras claves para la reducción de costos. Equipos más chicos pero menos hiperespecializados como en el taylorismo, por medio de la polivalencia y la multifuncionalidad, fueron fundamentales en la nueva configuración para aumentar la productividad.


    Sayer expuso una caracterización del sistema just in case extendido en Occidente. Este modelo buscaba básicamente una disminución de los costos por medio del aumento de la producción (y el consumo) de productos estándar, la aceleración del proceso productivo y la minimización de los tiempos muertos, ya sea de maquinaria como de fuerza de trabajo. Este tipo de sistema requería de “existencias reguladoras” que aseguraban que cualquier defecto en el proceso productivo pudiera subsanarse, ya se tratase de maquinaria o fuerza de trabajo. Era un sistema rígido, en el sentido de que una vez que se activaba el proceso productivo –en el cual el tiempo de encendido de las máquinas era un aspecto fundamental, ya que en algunos casos se demoran horas– debía ser aprovechado al máximo. Cualquier interrupción del proceso implicaba grandes pérdidas. Las reservas de mano de obra, materia prima y maquinarias resultaban fundamentales “sólo por si acaso”, de ahí su nombre: just in case. La relación con los proveedores era distante tanto geográfica como funcionalmente, debido a las importantes cantidades de stock en plantas y las entregas grandes y espaciadas.


    Varios factores de este sistema comenzaron a considerarse puntos débiles que había que modificar: la especialización extrema de la mano de obra (bastaba que un sector de trabajadores se retirase de sus puestos para que el proceso total se frenara); los grandes volúmenes de capital inactivo que requería el sistema; los grandes espacios destinados al almacenamiento; el abultado presupuesto destinado a costos operativos tales como actividades de inventario, administración y seguimiento de esas “existencias”; la inflexibilidad de las líneas productivas a los cambios en el mercado; el control de calidad al final de la producción comenzó a considerarse como un sistema contraproducente, ya que la mala calidad era necesaria para justificar la existencia de los departamentos especializados; finalmente, las relaciones distantes con los proveedores implicaban ausencia de intervención y control, falta de disposición para la implementación de innovaciones, etc.


    El sistema japonés, en cambio, trabajó en la disminución del tiempo de arranque de las máquinas para compensar las pérdidas en producciones de menor escala, la implementación del control de calidad total o el sistema de autonomación, que pretendía llevar al mínimo los errores, ya fuera por medio del control de calidad durante el proceso productivo por parte de los propios trabajadores o por medio de maquinarias diseñadas para rechazar y/o parar automáticamente ante un proceso o componente defectuoso. Asimismo, rechazaba la concepción taylorista de obrero “buey”, y la hiperespecialización y parcelación de tareas, con la fuerte separación entre concepción y ejecución. El proceso requería de la colaboración entre ingenieros y trabajadores, y de la cooperación y autodisciplina entre los mismos trabajadores.


    Además, la producción en series de menor escala estimulaba la reducción de las existencias reguladoras, el control durante el proceso y el continuo aprendizaje. En las automotrices, por ejemplo, una maquinaria estaba preparada para cambiar diariamente el modelo de automóvil, lo cual requería variabilidad y flexibilidad de la mano de obra. Sayer graficó esta situación con el caso de “un trabajador de Toyota que se ocupaba de 35 procesos de producción diferentes en un ciclo de 8 minutos y 26 segundos de duración y recorría 10 kilómetros al día en el proceso” (Sayer, 1997: 182).


    Como se sostuvo anteriormente, las grandes fábricas mínimas japonesas se articulaban necesariamente con una red de pequeñas y medianas empresas subcontratadas, por lo cual la relación con los proveedores era radicalmente diferente. Los pedidos eran más pequeños y frecuentes, lo cual requería de una relación más estrecha y mayor proximidad geográfica.[18] Como los proveedores debían poder responder al imperativo del JIT, es decir entregas en el momento y la cantidad justos, el seguimiento de las subcontratadas por medio de mecanismos de vigilancia y control por parte de la empresa madre era muy importante, ya que el funcionamiento aceitado y la calidad de las subcontratistas resultaban fundamentales. Sayer planteó que este sistema “combina las ventajas organizativas de la integración vertical sin las obligaciones financieras”,[19] ya que las empresas madre transferían gran parte de los costos y riesgos a las subcontratistas.


    Para muchos trabajadores y trabajadoras, especialmente los pertenecientes a las subcontratistas, este sistema no era favorable. En 1982,[20] algunos periódicos denunciaron que entre las subcontratistas no sólo no existía el empleo vitalicio, sino que cuanto más bajo era el “nivel” del trabajo subcontratado, mayor era la proporción de trabajadoras mujeres y menores los salarios, a veces incluso un 40% más bajos que en las empresas principales (Sayer, 1997: 185), lo que indicaba no sólo una estructura desigual entre empresas sino una desigualdad de género en el interior de estas.


    Coriat relata los Orígenes de este sistema en la empresa Toyota y analiza cómo, tras una Crisis financiera, la empresa decidió despedir masivamente a 1600 trabajadores que se encontraban en lucha por medio de una huelga. Poco tiempo después, la Guerra de Corea en 1950 produjo un aumento muy importante de la demanda, lo que llevó a Toyota a buscar maneras de hacer frente a esa nueva realidad sin reincorporar personal (Coriat, 2000). Es decir, este sistema no sólo nació de la necesidad de aumentar la producción con personal reducido, sino que su propio surgimiento indica que fue necesaria la aplicación de mecanismos de disciplinamiento sobre los trabajadores, como los despidos masivos de quienes habían participado en luchas sindicales.


    La implementación de cambios en los procesos productivos, de hecho, no fue pasivamente aceptada por los trabajadores. Durante algunos años se expresaron en contra del just in time por medio de huelgas. Una de las más famosas fue la de la fábrica Nissan, que culminó en 1953 con un lockout patronal. En esas huelgas, además, demandaban seguridad en el empleo y reducción de las diferencias salariales. Sin embargo, algunos autores coinciden en señalar entre las características de la clase obrera japonesa un mayor grado de sumisión y docilidad, y menor grado de organización y posibilidades de resistencia, en comparación con la clase obrera del mundo occidental (Montaño Hirose, 2000; Montaño Hirose y Rendón Cobián, 1994).


    Finalmente, según Sayer, la derrota de los trabajadores en esos años allanó el camino para la reestructuración, junto a otra transformación muy importante que fue el cambio de paradigma de sindicatos por industria a sindicatos por empresa que colaboraban con la patronal. Coriat menciona que ya para 1954 los sindicatos por empresa estaban extendidos en Japón, y uno de sus lemas era “proteger nuestra empresa para defender la vida”. Luego de esos primeros años de resistencia, se verificó una disminución muy importante de huelgas, y los sindicatos comenzaron a ser estructuras vinculadas a la formación de elites que trabajaban en comunión con la patronal para la implementación de los cambios (Coriat, 2000: 36-37).


    Por último, algunos de los efectos de mediano y largo plazo entre los trabajadores podrían ser –según Sayer– el aumento de la productividad por trabajador; la interiorización de la presión disciplinaria dentro de los grupos de trabajo; los mayores controles informales, difusos y paternalistas; los pagos individualizados por méritos; la formación y capacitación para desarrollar la flexibilidad que afecta principalmente la cuestión actitudinal y de comportamiento; la diferenciación entre aquellos trabajadores con mayor estabilidad pertenecientes a las grandes empresas y aquellos con trabajos inestables vinculados a las subcontratistas; la transferencia de responsabilidades hacia los trabajadores, por lo cual se preferirán jóvenes que no tengan experiencias sindicales previas. Teniendo en cuenta todos estos efectos, el autor concluye que estos cambios no pueden analizarse sólo considerándolos como nuevas tendencias de las direcciones empresariales, sino que deben entenderse en el contexto de las relaciones de fuerzas entre las clases, ya que la implementación de determinados aspectos de este sistema –aunque no se trate de una implementación cabal– traerá beneficios a los capitalistas e implicará desafíos mayores para la organización de los trabajadores (Sayer, 1997).


    El modelo japonés produjo una cierta fascinación y logró popularidad en Occidente por varios motivos, entre los que se encuentran el cambio de paradigma respecto de la relación entre control y productividad, ya que la misma productividad generaría sus mecanismos de control sobre el proceso y no a la inversa. En un contexto de expansión de la globalización y de preocupación de las grandes empresas por incrementar sus mercados y disminuir el costo de la mano de obra, el aprovechamiento de lo que percibían como condiciones favorables fuera de sus emplazamientos de origen aparecía como una gran oportunidad que permitiría combinar tecnología de punta y trabajo dócil (Montaño Hirose, 2003: 250).


    Sin embargo, nos gustaría exponer algunas ideas comparativas respecto de la forma en que se ha aplicado la tercerización en Occidente en relación con el modelo japonés, ya que esto produjo especificidades en las empresas de los países proveedores de mano de obra. Algunos autores concuerdan en afirmar que si bien en Occidente se extendió la subcontratación, no se aplicó de la misma manera que en Japón, por diversos motivos tales como herencias culturales y de organización social y política.[21] Los criterios que sirven a la comparación son por ejemplo –considerando el caso paradigmático de la industria automotriz– el porcentaje del proceso productivo tercerizado, la relación que establece la empresa principal con las subcontratistas, la estabilidad de las relaciones interempresariales, el grado de control y el seguimiento y la transferencia de tecnología por parte de la empresa principal a las tercerizadas.


    En este sentido, al comparar el caso de Japón con el de Estados Unidos, algunos autores observaron diferencias importantes en lo que se refiere principalmente a las relaciones que se establecen con las empresas subcontratadas. Entre ellas, encontraron que en Japón es subcontratado un porcentaje mayor de partes del proceso productivo, que se encuentra organizado en una estructura jerarquizada piramidal multicapa de empresas de mayor a menor escalafón, y con una relación estrecha con las casas matrices de la automotriz. Por otro lado, cada empresa matriz contaba con un número mucho mayor de empresas a subcontratar. Como ejemplo, hacia fines de los años setenta, la empresa Toyota en Japón sostenía relaciones con más de 35.000 empresas subcontratadas, de las cuales el 11,5% la abastecía directamente, mientras que el 88,5% restante abastecía a las subcontratadas (Montaño Hirose y Rendón Cobián, 1994: 64). Las empresas de primer nivel eran grandes compañías que solían tener más de un cliente y realizaban desarrollos tecnológicos para sus subcontratantes. En cambio, las empresas de segundo nivel eran medianas o pequeñas y con menor desarrollo tecnológico. La relación que establecían con las subcontratistas solía ser estable en el largo plazo, lo cual favorecía el proceso de aprendizaje, investigación y desarrollo tendiente al abaratamiento de costos y la mejora continua.


    En cambio, en el caso específico de Estados Unidos, era menor el porcentaje de partes de proceso subcontratado. En general los proveedores primarios y secundarios negociaban con la empresa principal, por lo cual el sistema de negociación entre empresa matriz y subcontratadas era más amplio. Las relaciones solían ser de plazos más cortos, con contratos que podían ser anuales y no implicaban grandes costos en casos de rescisión. Una de las causas de este tipo de relación podría encontrarse en la búsqueda de menores costos entre varios cotizantes antes que en la estabilidad con los proveedores, lo cual a su vez es un aliciente a la competencia entre proveedores para ofrecer los precios más bajos. En general, los diseños y las mejoras en el producto final estaban a cargo de la empresa armadora, que proveía al subcontratista los planos, las especificaciones técnicas y el material para que el producto fuera adecuado. Este tipo de sistema se conoce con el nombre de “drawing lending”, a diferencia del sistema japonés denominado “drawing approval”, donde el subcontratista genera el diseño y lo somete a aprobación de la empresa principal (Villamil Álvarez, s.f.). Esta diferencia es muy importante, ya que define el rol que va a cumplir el proveedor en el producto final y el tipo de desarrollo productivo que se le exige. A nuestro entender, el modelo “drawing lending” guarda relación con la concepción taylorista de la producción, que separa drásticamente las instancias de planificación e invención de las de ejecución.


    En lo que se refiere a las aplicaciones del modelo japonés en países subdesarrollados –como por ejemplo México, donde Japón realizó algunas inversiones con la instalación de la automotriz Nissan y a partir de las industrias maquiladoras del norte–, también se revelaron variaciones importantes. En el caso específico de Nissan, se observaron dificultades en la relación con los proveedores que obstaculizaron el funcionamiento pleno del just in time, a la vez que tampoco se logró establecer un vínculo de largo plazo. Si bien su aplicación tuvo efectos positivos en la disminución de inventarios y en la reducción de los tiempos de entrega, perduraron aspectos vinculados a las estructuras jerárquicas anteriores, tales como la percepción de la calidad en tanto dispositivo disciplinario, el reforzamiento de la autoridad y la especialización de tareas. Asimismo, al analizar la composición de la mano de obra contratada, tanto en las plantas automotrices como en las maquilas, Montaño Hirose hipotetiza que la búsqueda de mano de obra dócil parece haber sido una de las razones principales –antes incluso que la búsqueda de mano de obra barata– para la instalación de estas empresas en México, por la gran incidencia de mano de obra rural en los planteles. En el caso de Toshiba, por ejemplo, se observa que en ellas no se aplicaban círculos de calidad y el 60% de los trabajadores era mano de obra rural.


    Estos breves comentarios pretenden darnos paso a las cuestiones principales que profundizaremos en el siguiente apartado, y sobre todo en el próximo capítulo, es decir, abordar la tercerización en los contextos latinoamericanos más como una estrategia global de acumulación capitalista, que a la vez tiene como condición y consecuencia la fragmentación y el debilitamiento de los colectivos laborales. Consideramos que es importante este punto de partida para poder realizar análisis que, sin desmerecer la impronta específica de estos modelos, puedan llegar a develar las transformaciones que suscitan estos procesos en la estructura industrial y en la organización del trabajo.


    el alcance y la periodización de la expansión de la tercerización en américa latina: contribuciones para su análisis


    Finalmente, resulta importante detenernos específicamente en la periodización del crecimiento de la tercerización en los países en vías de desarrollo y especialmente en Latinoamérica, como también en las características que ha adquirido este proceso. Existen escasas aproximaciones de conjunto que permitan visualizar el papel de esta región en el fenómeno a nivel internacional y dar cuenta de su impacto en términos cuantitativos, pero partiremos aquí de algunos enfoques que contienen aportes para avanzar en esa dirección. Uno de los intentos más significativos en este sentido fue un relevamiento realizado por una red sindical, con datos para 2008. El estudio abarcó ocho países de América Latina, y las estimaciones que realizaron sobre los porcentajes de ocupados formales involucrados en subcontratación laboral típica y atípica indicaron que cinco de los ocho países (Argentina, Brasil, Chile, Uruguay y México) se ubicaban en el rango comprendido entre el 30% y el 40%, al tiempo que los otros tres (Colombia, Perú y Ecuador) tenían entre un 40% y un 50% de sus ocupados formales involucrados en distintas formas de subcontratación (Puig Farrás 2011: 42). Ponderando porcentajes en función de la población económicamente activa (PEA) de los distintos países y sumando todas las modalidades de subcontratación se obtiene que ellas representan alrededor de un 23% del conjunto de las ocho PEA, y cerca de un 45% de la ocupación formal total, lo que equivaldría a una masa de cerca de 50 millones de trabajadores afectados por subcontratación (Puig Farrás 2011: 42). Estas estimaciones difícilmente puedan proveer datos exactos, debido a que fueron realizadas en el marco de la enorme complejidad de acceder a información confiable sobre el alcance del fenómeno, pero resultan fundamentales, sin embargo, para proporcionar indicadores aproximados de los alcances de este fenómeno en el continente en la primera década del siglo XXI.


    En lo que se refiere a la periodización, resulta útil retomar en una primera instancia la propuesta por M. Pochmann de este fenómeno a nivel internacional. Según este autor, en una primera etapa, previa a las grandes transformaciones que trajo la crisis de los años setenta, la tercerización se mantenía como un fenómeno nacional, que importaba aspectos del modelo japonés que había demostrado mucha mayor productividad y menores costos por medio de la subcontratación. Desde su perspectiva, mientras que en los países desarrollados la regulación nacional intentaba frenar el avance de la precarización, en los países no desarrollados la manifestación de la tercerización fue distinta, ya que se asociaba a la reducción de costos en contraposición a la ampliación de las inversiones.


    Esta caracterización lo lleva a plantear que durante esta etapa la tercerización formó parte de un proceso de reestructuración defensiva, definido por la minimización de costos y la adopción de estrategias empresariales de supervivencia. Como consecuencia, en los contratos de trabajo se comenzó a evidenciar una polarización de la mano de obra, donde los tercerizados estaban sometidos a una alta rotación, remuneraciones reducidas y largas jornadas de trabajo, en combinación con cierto autoritarismo en el lugar de trabajo, escasa organización sindical y falta de acceso a criterios de contratación colectiva, lo que según el autor posibilitó una “intensificación del uso predatorio de la mano de obra como forma de obtención forzada de ganancias adicionales de productividad” por parte del capital (Pochmann, 2008: 13; la traducción nos pertenece).


    Más allá de que algunas de las cuestiones que plantea el autor puedan de hecho haberse expresado más claramente en los países subdesarrollados, a lo largo del capítulo fuimos viendo cómo este fenómeno se expandió en asociación con la implementación de las nuevas formas de organización de trabajo. Sin embargo, y en esto afirmamos los planteos de Pochmann, algunas zonas del planeta, como los países subdesarrollados, serían más “adecuadas” desde el punto de vista empresarial para la aplicación de tales medidas con menores instancias de conflicto. Resta saber, a partir de la investigación de casos, las particularidades que puede haber adquirido esta primera etapa en cada país en particular.


    La segunda fase, denominada por el autor “transnacionalización de la tercerización”, reviste un cambio cualitativo y cuantitativo respecto de la primera. Si bien según él podrían rastrearse sus primeras expresiones durante la Segunda Guerra Mundial (con las alianzas entre firmas que permitió la producción de armamentos), su avance mayor ocurrió después de la crisis capitalista de mediados de los años setenta. Las antiguas multinacionales se transformaron en corporaciones trasnacionales que movilizaron capitales a zonas más favorables en cuanto a los costos de producción, profundizando un proceso de concentración y centralización del capital, permitiendo la producción de bienes y servicios a nivel global y la localización de actividades en zonas con bajos costos y alta calidad. En estos momentos se volvió habitual la fragmentación del proceso productivo en diversos países, lo que pudo verse expresado en el caso paradigmático de la industria automotriz y de autopartes.[22]


    En este contexto de reestructuración general, la desorganización del bloque socialista desde finales de los años ochenta puso –según Pochmann– en disponibilidad un enorme contingente de mano de obra barata y relativamente calificada. Entre China e India ofrecían 1,3 billones de mano de obra barata considerando, por ejemplo, que en 2003 un operador de call center indiano cobraba un 14% del salario de un operador inglés; un ingeniero de software, un 16% (TWF, 2004, cit. en Pochmann, 2008: 15). Latinoamérica, si bien con una composición demográfica inferior, también sería objeto de la tercerización global de la fuerza de trabajo.


    Resulta llamativo en el planteo del autor que a pesar de haber realizado un diagnóstico de cómo la tercerización trasnacional ha servido en gran medida para reducir los costos de producción de grandes corporaciones, afirma al mismo tiempo que


    cada país debe participar –en mayor o en menor medida– de la absorción del conjunto de ocupaciones movilizadas por la tercerización transnacionalizada, lo que va a depender de las acciones gubernamentales adoptadas para atraer o evitar el desplazamiento del empleo en el interior de las cadenas mundiales de producción [la traducción nos pertenece].


    Esta participación debería tener como objetivo obtener resultados positivos para la nación en el contexto actual de la tercerización transnacional de los contratos de trabajo (Pochmann, 2008: 25). Esta afirmación, un tanto optimista respecto de las perspectivas que abriría la tercerización trasnacional en los países latinoamericanos, queda un poco relativizada cuando él mismo llama la atención respecto de que ante la ausencia de regulación pública en el plano mundial, el empleo de los trabajadores queda supeditado cada vez más a las estrategias de las corporaciones trasnacionales, que aprovechan, entre otras condiciones, la competencia a nivel mundial existente entre los trabajadores.


    Este tipo de visiones respecto del posible “aprovechamiento” de estas nuevas formas de organización internacional del trabajo, así como también respecto de las consecuencias y efectos concretos sobre trabajadores y trabajadoras, permean continuamente los ámbitos de discusión de esta problemática. Lejos de existir consenso en la comunidad académica, son variadas las formas de analizar la problemática, realizar diagnósticos regionales y nacionales, visualizar sus consecuencias sobre la clase trabajadora y buscar soluciones a los desafíos planteados.


    Otras aproximaciones, como la de Enrique de la Garza, plantean en cambio que la preocupación por la subcontratación tal como existe en la actualidad surgió aproximadamente a principios de 2000. Durante la década del noventa, según el autor, el acento estuvo puesto en los aspectos sociotécnicos internos a las empresas, y no tanto en su “entorno”. Una vez que estos aspectos estuvieron resueltos, se comenzó a poner el acento en los entornos empresariales, aunque aún no se hablaba específicamente de subcontratación. En este sentido, destaca las investigaciones de Piore y Sabel sobre especialización flexible y distritos industriales, conformados por empresas de pequeño y mediano tamaño con relaciones más horizontales. Estas primeras visiones, calificadas como “románticas” por De la Garza, dieron lugar a otras que ponían la atención en las redes o tramas productivas, o los llamados clusters de empresas, que, si bien se referían a la concentración geográfica de las firmas, no implicaban relaciones de cooperación y colaboración entre ellas.
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